MARCO JURÍDICO DE LA ACTUACIÓN DELMÉDICO

He tratado de resumir las distintas normas a través de las cuales puede exigirse responsabilidad por la actuación tanto de los médicos, como de los centros sanitarios.

Aunque parezca una obviedad hemos de empezar recordando que la actividad médica se desenvuelve en el ámbito público y en el ámbito privado. En este último puede desarrollarse por cuenta propia  o por cuenta ajena, es decir, prestando el servicio en consulta privada o como trabajador de un centro hospitalario, de una empresa, mutua…etc, respectivamente.

A los efectos que nos ocupan, esto es, la responsabilidad médica, el régimen aplicable es diferente en atención a que nos encontremos en uno u otro supuesto. En efecto, si hablamos de la prestación sanitaria a través de centros públicos, INSALUD o Servicios de Salud de las Comunidades Autónomas, estaremos ante el régimen de responsabilidad previsto para las Administraciones públicas, mientras que en la medicina privada para deducir la responsabilidad tomaremos en consideración el régimen civil de responsabilidad, y en ambos casos las normas sobre protección de consumidores y usuarios que resulten aplicables.

El régimen de ejercicio de la medicina incide también en el tipo de responsabilidad, de modo que será contractual la del hospital, ya sea público o privado, y la del médico que ejerce la medicina privada en consulta propia, en relación con el paciente que ha contratado sus servicios, y estaremos ante responsabilidad extracontractual cuando el paciente reclame al médico que le ha atendido en un centro hospitalario, porque el paciente no ha contratado con él la prestación del servicio, sino que se le atiende porque es titular de un seguro médico, que puede ser público o privado, o bien ha celebrado un contrato específico con el centro hospitalario para que se le realice una determinada intervención. 

Por otra parte, la prestación del servicio médico puede tener dos orígenes diferentes. Uno cuando el paciente acude al médico para que le sane de una enfermedad que padece, y el otro cuando ante una situación de emergencia el médico se ve forzado a intervenir en virtud de su mandato hipocrático, sin poder recabar previamente el consentimiento del paciente. En el primer caso surgiría una relación contractual, y, en su caso, una responsabilidad contractual, en el segundo no hay contrato previo y, por tanto, la responsabilidad sería extracontractual.

Las normas que hemos de tomar en consideración son, con carácter general, las siguientes:

1.- Código Civil:

· artículos 1101 y ss. sobre responsabilidad contractual

· artículos 1902 y 1903 sobre responsabilidad extracontractual

2.- artículos 25 y 28 de la Ley  26/1984, de 19 de julio, General para la defensa de los consumidores y usuarios

3.- Ley 22/1994, de 6 de julio, sobre responsabilidad civil por productos defectuosos.

4.- Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.

5.- Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del medicamento

6.- La normativa sobre trasplantes de órganos

7.- Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, artículos 139 a 146.

8.- Normas específicas sobre funciones del personal sanitario:

· R.D. de 15 de abril de 1987, funciones específicas de los facultativos especialistas de área

· Decreto 3160/66, sobre funciones del personal facultativo de la Seguridad Social

· R.D. 866/2001, categorías del médico de urgencias…..etc.

9.- Todas las normas que regulan la utilización de medicamentos y productos sanitarios en general y medidas protección sanitaria, como por ejemplo:

· R.D. 711/2002, de 19 de julio, regula la farmacovigilancia de medicamentos de uso humano

· R.D. 710/2002, de 19 de julio, productos sanitarios, modifica el R.D. 414/1996, de 1 de marzo, por el que se regulan los productos sanitarios en lo referente a los que incorporen derivados estables de la sangre o plasma humanos.

· R.D. 783/2001, de 6 de julio, y 815/2001, de 13 de julio, sobre radiaciones ionizantes, Reglamento de protección sanitaria

· R.D. 1976/1999, de 23 de diciembre, establece los criterios de calidad en radiodiagnósticos

· R.D. 1488/1841/1997, de 5 de diciembre, establece los criterios de calidad en medicina nuclear.

· R.D. 412/1996, de 1 de marzo, establece los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios relacionados con las técnicas de reproducción asistida y regula la creación y organización del Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones con fines de reproducción humana.

RESPONSABILIDAD DE LOS MÉDICOS 
La obligación del médico es la de sanar al paciente de acuerdo con la lex artis de su profesión.

Como ya he dicho su responsabilidad puede ser contractual o extracontractual.

El contrato que une a médico y paciente puede ser calificado como contrato de servicios o como un contrato de obra. La diferencia entre ambos radica, entre otras cosas, en la distinta obligación que surge de uno y otro que incide a posteriori en la responsabilidad exigible en cada caso. Así del contrato de servicios nace tan sólo una obligación de medios o de mera actividad, mientras que del contrato de obra surge una obligación de resultados, esto es, la obtención del resultado objeto del contrato.

La relación habitual entre médico y paciente implica un contrato de servicios, pues es lo habitual que aquél asuma la obligación de desarrollar una actividad adecuada a las reglas de su profesión para tratar de conseguir una mejoría en el estado de salud del paciente, es decir, a que intervenga con la diligencia exigida por lex artis ad hoc sin que garantice la obtención de un resultado. No obstante, en algunos casos el médico se compromete a la obtención de un resultado concreto, en cuyo caso la relación se califica de contrato de obra y el médico asume una obligación de resultado. Estas dos posibilidades han dado lugar a que hoy  se distinga entre la medicina asistencial y la medicina satisfactiva, en esta última el paciente no acude, normalmente, con una finalidad terapéutica, sino para conseguir un cambio físico o la supresión o transformación de alguna de sus funciones normales.

Esta distinción incide en el régimen de responsabilidad, que es diverso en atención a que estemos ante uno u otro tipo de medicina. 

En el caso de la medicina asistencial la responsabilidad viene dada por el contenido de la lex artis ad hoc, por tratarse de una obligación de medios, y lo que es más importante estamos ante una responsabilidad por culpa, lo que supone que el demandante tenga que acreditar la falta de diligencia del médico, sin que quepa aplicar la doctrina de la responsabilidad por riesgo.

En cuanto a la medicina satisfactiva la no obtención del resultado implica la responsabilidad del médico, aunque acredite que ha obrado con la diligencia debida. En estos casos se refuerza la obligación general de información. Por otra parte, el médico queda obligado a verificar que se ha obtenido el resultado previsto.

RESPONSABILIDAD DE LOS CENTROS SANITARIOS PÚBLICOS

Resulta aplicable el régimen de responsabilidad de las Administraciones públicas, por lo que hemos de considerar en primer término el contenido del art. 106.2 de la Constitución, según el cual: “Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”.

El régimen de responsabilidad  de la Administración se recoge en los artículos 139 a 146 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por Ley 4/1999, de 13 de enero.

El régimen previsto permite distinguir una responsabilidad por actuación culpable o negligente de la Administración, a la que alude el artículo 142.4, relativo al funcionamiento anormal de los servicios públicos, en este punto se ha considerado, por ejemplo, que el suicidio de enfermos en los hospitales psiquiátricos implica un funcionamiento anormal del servicio público, por entender que cuando menos se incurre en culpa in vigilando, y una responsabilidad objetiva, es decir, sin consideración a la existencia de culpa o negligencia, que tiene lugar como consecuencia del funcionamiento normal de los servicios públicos. En este segundo caso, a tenor de lo dispuesto en el art. 139.1, la Administración se exonera sólo en caso de concurra fuerza mayor, aunque yo creo que debería exonerarse también en caso de culpa exclusiva de la víctima. En este caso hay que considerar también la responsabilidad por creación de riesgo, si es que cabe entender que la responsabilidad por riesgo queda incluida en el concepto de funcionamiento normal de los servicios públicos; en este supuesto y en relación con la prestación de servicios de salud podría quedar incluido, por ejemplo, el supuesto de eliminación de residuos sanitarios.

Los artículos 145 y 146 regulan la responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones públicas, los cuales excluyen la posibilidad de que las víctimas se dirijan directamente contra la persona causante del daño, puesto que la responsabilidad debe exigirse directamente a la Administración en la que presten servicios los causantes de los daños.

Estos artículos regulan también la denominada acción de repetición de la Administración frente a sus autoridades y demás personal a su servicio, que puede ejercitar previa instrucción del procedimiento administrativo reglamentariamente establecido al efecto. La actual regulación emplea la expresión “exigirá de oficio” para referirse al ejercicio de esta acción, lo cual parece que impone a la Administración la obligación de repetir en los casos que proceda, a diferencia de la regulación anterior que empleaba la expresión “podrá exigir”. En todo caso, debe concurrir dolo, culpa o negligencia grave en la conducta del sujeto causante de los daños para que pueda exigírsele el reintegro de lo que la Administración pagó al perjudicado, es decir, la culpa leve y la culpa levísima impiden esta vía de regreso.

Para valorar la responsabilidad del personal al servicio de la Administración se tomarán en consideración, entre otros, los siguientes criterios: el resultado daños producido, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.

Por otra parte, la Administración puede exigir también responsabilidad al personal a su servicio, por los daños o perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando concurra dolo, culpa o negligencia graves.

Hay que hacer referencia a los denominados riesgos del desarrollo en el ámbito de la responsabilidad de la Administración, por estar directamente relacionados con la actividad sanitaria, tanto es así que el párrafo segundo del artículo 141.1 se introdujo para poner límite a las indemnizaciones que tenían su base en la admisión del criterio según el cual la Administración que prestaba servicios sanitarios debía responder de los daños causados por la inoculación de determinados virus desconocidos o no detectables conforme al estado de la ciencia en el momento en que el contagio se producía, de modo que el citado precepto dispone que “no serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos”. Esta causa de exoneración de responsabilidad se encuentra, no obstante, sometida a la Ley de responsabilidad civil por productos defectuosos –ver el artículo 6.3 relativo a medicamentos y productos de consumo humano-.

Por último, hay que señalar que todo lo expuesto lo es sin perjuicio de pasar, cuando proceda, el tanto de culpa a los Tribunales competentes, pues el artículo 146 se refiere a la responsabilidad civil y penal, y establece que se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente: civil y penal. En el ámbito penal la remisión lo es al artículo 121 del Código penal, en el que se regula la responsabilidad civil de la Administración pública derivada de los delitos o faltas cometidos por el personal a su servicio; es una responsabilidad subsidiaria, esto es, sólo responde ante la insolvencia o ausencia del autor de la infracción penal.

El número 2 del artículo 146 establece que la existencia de un proceso penal abierto no implica que la Administración pueda negarse a indemnizar a la víctima si ésta le reclama la consiguiente indemnización al margen de dicho proceso.

RESPONSABILIDAD DEL EMPRESARIO
A continuación se recogen las cuestiones básicas en cuanto a la responsabilidad del empresario, que a nuestros efectos será el titular de un Centro privado en el que se presten servicios sanitarios. Se hace una referencia escueta a cada una de ellas para no alargar en exceso el texto.

1.- El empresario puede ser:


1.1..- persona física


1.2.- persona jurídica

2.- La responsabilidad puede ser:


2.1.- por hecho propio


2.2.- por hechos de sus dependientes

3.- La responsabilidad surge:


3.1.- de un ilícito civil


3.2.- de un ilícito penal


3.3.- de la contravención de normas específicas.

4.- Puede ser:


4.1.- contractual

· art. 1101 Cc y normativa laboral

· el reclamante tiene que probar:

· la existencia del contrato de trabajo

· que el hecho dañoso ha tenido lugar dentro del contenido propio del contrato

·  la existencia de un incumplimiento contractual culposo o negligente

· nexo causal entre la conducta del agente y el daño causado

· la reparación afecta sólo a las personas ligadas por el contrato y a los daños derivados del contrato

· la jurisdicción competente sería en este momento la laboral

· Auto de la Sala de Conflictos de 23 de diciembre de 1993

· Se inclina por la competencia del orden social para conocer de las acciones de indemnización civil derivadas de accidente de trabajo

· Por infringir normas de prevención, por ej.

· Stas de 24 y 26 de diciembre de 1997.


4.2.- extracontractual

· no es necesario acreditar la existencia del contrato

· la reparación de los daños no queda limitada a los daños surgidos del contrato

· pueden reclamar quienes no sean parte de la relación contractual

5.- Se responde por los daños causados:


5.1.- a terceros


5.2.- a los propios trabajadores

1.- CONCEPTO DE EMPRESARIO Y DE DEPENDIENTE
1.1.- Concepto amplio o estricto de empresario
La responsabilidad recae sobre el titular de la empresa, que puede ser o no el propietario en sentido estricto, dado que puede ser un arrendatario de empresa, un usfructuario de empresa ..etc. Por ello no resulta del todo correcto que el art. 1903 Cc utilice el término dueño para referirse al sujeto sobre el que recae la responsabilidad por hecho ajeno.

Este precepto emplea también el término director lo cual dificulta la interpretación cuando no coincida con el titular de la empresa, pues en este caso en rigor el director sería un dependiente.

A nuestros efectos el concepto de empresario no tiene por qué coincidir con el concepto mercantil o laboral de empresario. La jurisprudencia acoge un concepto amplio de empresario y considera como tal a toda persona para la cual otra presta servicios bajo su dirección, o a sus órdenes.

1.2.- Concepto de dependiente
También se acoge un concepto amplio de dependiente a los efectos que nos ocupan, y, por tatno, tendrá tal consideración quien trabaje para otro con sujeción a sus instrucciones.

Se exige que exista subordinación, pero ésta es jurídica y no necesariamente económica o laboral.

2.- LA RESPONSABILIDAD DEL EMPRESARIO

2.1.- Responsabilidad por el riesgo de empresa
Considero que este tipo de responsabilidad no será aplicable a las actividades que no generan riesgo

Es una responsabilidad objetiva, por el riesgo de empresa, de modo que el empresario sólo se exonera si concurre culpa exclusiva de la víctima o fuerza mayor.

En ella el principio de responsabilidad por culpa se encuentra muy atenuado, aunque no se prescinde totalmente de la idea de culpa.

La quiebra del principio de responsabilidad por culpa obedece a la necesidad de reparar el daño causado y a la de restablecer el equilibrio económico roto por el hecho dañoso.

 Se ha producido una clara evolución de la responsabilidad por culpa –sin culpa no hay responsabilidad- a la Tª del riesgo creado como consecuencia, entre otras razones, de la evolución de la industria y el comercio, pues el daño se produce en el ejercicio o con ocasión de la propia actividad de la empresa y el empresario debe asumir los riesgos derivados de su industria o comercio, adoptando todas las medidas para evitar daños,  porque genera daños previsibles y evitables y es quien se encuentra en mejor posición para prevenir y evitar futuros daños

En este momento, como señala COSSIO, el problema de la responsabilidad aquiliana no se refiere tanto a la imputación de una conducta culposa, cuanto a establecer, a base de determinados criterios de responsabilidad, cuál es el patrimonio que debe soportar el daño.

La adopción de la teoría del riesgo implica que deba darse una nota de peligrosidad en la actividad que lo genera, y los daños resarcibles serán consecuencia necesaria de esa actividad. Los daños, por otra parte, deben ser previsibles y evitables.

Se otorga a la víctima la posibilidad de dirigirse directamente al empresario, sin necesidad de acreditar culpa en un dependiente concreto, aunque la responsabilidad del dependiente, en su caso, sigue manteniendo cierta trascendencia, por ejemplo, en aquellas actividades que no cabe considerar como generadoras de riesgo.

Hay que considerar también que no es la víctima quien tiene que probar la culpa del empresario, sino éste el que tiene que probar la existencia de las causas de exoneración, es decir, se produce una inversión de la carga de la prueba.

2.2.- Responsabilidad derivada de ilícito civil
2.2.1.- Responsabilidad directa por hecho propio
Se aplica el art. 1902 CC, po lo que los requisitos para deducirla son los que se aplican con carácter general en la responsabilidad por hecho propio, tomando en consideración la objetivación de la responsabilidad a la que he hecho referencia.

En este punto únicamente recordar que también las personas jurídicas responden contractual y extracontractualmente:

2.2.2.- Responsabilidad directa del empresario por hechos de sus dependientes

El principio general se recoge en el art. 1903.4 CC a cuyo tenor: “Lo son igualmente –responsables- los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieren empleados, o con ocasión de sus funciones”.

Como ya he señalado se ha producido una clara evolución de la responsabilidad por culpa a la responsabilidad objetiva -Teoría del riesgo creado-  de modo que si el daño se ha producido en el ejercicio o con ocasión de la propia actividad  industrial o comercial el empresario debe asumir los riesgos de su explotación.

Se produce la quiebra de lo dispuesto en el último párrafo del art. 1903 CC: “La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño”, pues como también se ha señalado el empresario sólo se exonera si concurre culpa exclusiva de la víctima o fuerza mayor, debiendo insistir en que este criterio no resulta aplicable a las actividades que no generan riesgo, dado que en estos casos se establece una presunción iuris tantum de culpa del empresario, que se desvirtúa probando que obró con la diligencia debida por aplicación del último párrafo del art. 1903.

Las características básicas de esta responsabilidad del empresario por hecho ajeno pueden resumirse del siguiente modo:

- la responsabilidad del empresario por hechos de sus dependientes es directa y no subsidiaria.

.- la responsabilidad directa del empresario no elimina la responsabilidad directa y personal del dependiente culpable, exigida por la vía del art. 1902

- la jurisprudencia viene señalando que la obligación indemnizatoria del empresario y del dependiente es solidaria frente a la víctima

- no se considera la culpa del empresario. Esto se manifiesta claramente cuando se trata de daños causados por culpa de un profesional o técnico especializado, en relación a los cuales dice YZQUIERDO TOLSADA que mal puede hablarse de culpa in eligendo respecto  a una persona que contrata a un profesional cuya titulación ya le presume apto para el ejercicio de la actividad profesional en cuestión. Y menos si consideramos que la parcela de la técnica y arte profesionales está excluida de todo posible control, ingerencia o vigilancia por parte del empresario- Luego, es en la Tª del riesgo donde cabe encontrar el auténtico fundamento de la responsabilidad del empresario.

Los requisitos para que proceda deducir responsabilidad al empresario por los hechos de sus dependientes son los siguientes:

1.- la relación de dependencia
 Es necesario que exista un vínculo suficiente entre el empresario y el agente material del daño, una relación de dependencia:

- la relación puede ser contractual o extracontractual
- que un sujeto realice una actividad por cuenta de otro

- sometido a las instrucciones  o dirección de esa persona

- basta que se trate de un trabajo amistoso

- quedan incluidos los trabajos familiares

- queda fuera el trabajo por cuenta ajena sin dependencia

La jurisprudencia considera que hoy día es la dependencia jurídica la que realmente opera a los efectos del art. 1903.4 CC, entendida como el poder de dirección y disciplinario del empresario, destinados a la organización general de la empresa y a la represión de las conductas inadecuadas de su personal.

La dependencia laboral o contractual no siempre se corresponde con el vínculo de dependencia que determina la responsabilidad del empresario. En este sentido cabe citar como ejemplo que la empresa contratista puede responder de los daños causados por los trabajadores de la empresa subcontratista, es decir, por los daños causados por personas con las que no le une una relación laboral ni contractual de otro tipo.

2.- daño causado en el ejercicio o con ocasión de las funciones
Debe existir una relación de causalidad entre la función propia del trabajador y el daño causado de modo que quedan excluidos los actos puramente personales.

En este punto hay que señalar que resulta difícil resolver el papel que juega la prohibición del empresario de realizar determinados actos, es decir, cuándo se exonera al empresario de responsabilidad por desobediencia de sus dependientes a las órdenes dadas.

Habrá de estarse al criterio de la previsibilidad, entendida como el grado de riesgo que puede ser racionalmente asignado a la actividad típica de la empresa.

2.2.3.- La acción de regreso
El art. 1904 CC establece la posibilidad de que el empresario pueda repetir lo que haya pagado del trabajador causante del daño.

Esta acción de regreso parece que tiene su fundamento en la doctrina del enriquecimiento injusto o sin causa.

Los requisitos para que el empresario pueda ejercitarla son básicamente dos:

1.- que el empresario haya pagado efectivamente la indemnización a la víctima:

-  debe oponer las excepciones reales y personales que concurra, pues en otro caso habrá un pago irregular y no cabe la acción de regreso.

2.- el empresario debe probar la conducta culposa del dependiente causante directo del daño

- aunque el art. 1904 no hace alusión a la culpa del dependiente se viene considerando que es un requisito necesario para el ejercicio de la acción de regreso.

- si existe contrato de trabajo habrá que estar a las disposiciones laborales, porque puede que limiten la responsabilidad del trabajador, y al caso concreto para conocer el grado de diligencia exigido al trabajador

Se ha discutido cuál sea la jurisdicción competente para conocer de esta acción de regreso, pero si existe contrato de trabajo parece que deber serla jurisdicción social, porque en definitiva se trata de dilucidar la responsabilidad contractual del trabajador - el art. 2 a) LPL prevé el conocimiento por los órganos jurisdiccionales del orden social de las cuestiones litigiosas que se promuevan entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo-.

En otro orden de cosas hay que señalar que el derecho de repetición se ejercita con independencia del régimen disciplinario a que se halle sometido el trabajador

Responsabilidad civil derivada de delito cometido por los trabajadores
Por último quiero hacer una breve alusión a la responsabilidad civil derivada de delito de la que resulta responsable el empresario como consecuencia de las infracciones penales cometidas por sus dependientes.

Esta responsabilidad afecta tanto al empresario persona física como persona jurídica

A diferencia de la responsabilidad derivada de ilícito civil que es directa, la que deriva de delitos o faltas de los trabajadores es una responsabilidad de carácter subsidiario
El principio básico se encuentra en el art. 109 Cp en el que se establece que la responsabilidad penal genera la obligación de reparar los daños y perjuicios causados que sean consecuencia del delito o falta cometidos. Por su parte el art. 116 Cp dispone que toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente.

De forma breve diremos que la responsabilidad civil derivada de delito es de naturaleza patrimonial, y comprende –art. 110 a 115 Cp- la restitución in natura siempre que sea posible, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios materiales y morales. La responsabilidad se modera si la víctima ha contribuido con su conducta a la producción del daño –art. 114 Cp-.

La indemnización de perjuicios materiales y morales comprenderá no sólo los que se hubiesen causado al agraviado, sino también los que se hubieren irrogado a sus familiares o terceros –art. 113 Cp-.

A tenor de lo dispuesto en el art. 118 Cp la responsabilidad surge aún cuando concurran circunstancias eximentes de la responsabilidad penal. Sólo excluyen la responsabilidad civil las eximentes 4ª y 7ª del art. 20: el que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, el que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo.

Interesa destacar los art. 120 y 121 Cp, por cuanto atribuyen responsabilidad civil a personas distintas del sujeto activo del delito:

- en ellos se atribuye responsabilidad civil derivada del delito con carácter subsisidiario a las personas naturales o jurídicas, incluida la Administración pública, que sean titulares de empresas o establecimientos…cuando aquélla derive de delitos o faltas cometidos por sus representantes, empleados o dependientes


- la responsabilidad nace del mero vínculo de subordinación del empleado respecto de la empresa.

- SANTOS BRIZ: la responsabilidad deriva de que se entiende que el responsable penal actuaba, al cometer el delito o falta, en beneficio de su principal, y entonces es lógico que éste asuma las consecuencias desfavorables del acto realizado en su favor, lo mismo que se aprovecharía de los beneficios.

- El empresario no responde si el empleado actuó al margen de sus funciones, cuando no exista conexión entre el delito y la relación de trabajo.

- la jurisprudencia penal mayoritaria considera, básicamente, que estamos ante una  responsabilidad de carácter objetivo.

El perjudicado puede optar –art. 109.2 Cp: 

- Por exigir esta responsabilidad en el proceso penal

- O ante la jurisdicción civil, haciendo expresa reserva de acciones en el proceso penal.

Esta responsabilidad penal es compatible con la responsabilidad derivada del sistema de seguridad social

- responden a fines diferentes

- las prestaciones de S.S. tienen como finalidad la protección de situaciones de necesidad

Responsabilida penal de las personas jurídicas
- art. 31 CP.: El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito o falta requiera para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo nombre o representación obre.

2.4.- LA RESPONSABILIDAD DEL EMPRESARIO EN LA LEY DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

Hay que tomar en consideración los art. 15 y ss. que establecen las obligaciones del empresario

Igualmente los artículos 25, 26 y 27, relativos a la protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos, la maternidad y los menores, respectivamente.

El R.D.L. 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones en el orden social, deroga algunos preceptos de la LPRL.

 R.D. 1488/1998, de 10 de julio, adaptación de la legislación de prevención de riesgos laborales a la Administración General del Estado.

2.4.1.- Fundamento jurídico de esta responsabilidad

- art. 40.2 Constitución: encomienda a los poderes públicos que fomenten una política que garantice la formación y readaptación profesionales, velando por la seguridad e higiene en el trabajo…

- art. 43 Constitución: derecho a la protección de la salud

- Normativa de la UE sobre mejora de la seguridad y salud de los trabajadores

- además las normas del ET –art. 4.2, 13.2 y 19-, LGSS –art. 21. 22, 26, 115, 123..-.

2.4.2.- Tipo de responsabilidad: 

La infracción de las medidas de prevención da lugar a tres tipos de responsabilidad –art.42.1 LPRL:

- civil


- penal

- administrativa – normalmente de carácter social-

- las infracciones administrativas en materia de prevención, su graduación, las sanciones, la prescripción de las infracciones y las competencias sancionadoras se recogen en el RDL 5/2000, que deroga los art. de la LPRL sobre estas cuestiones.

- es compatible con la indemnización por daños y perjuicios y con los recargos de prestaciones económicas del sistema de S.S.- art. 42.3 LPRL y 43 RDL 5/2000

1.- Responsabilidad penal
 Título XV del Código penal: “De los delitos contra los derechos de los trabajadores”

- en los dos últimos preceptos –art. 316 y 317- sanciona la conducta de quienes infrinjan las normas de prevención de riesgos laborales, o no faciliten las medidas necesarias para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física.

2.- Responsabilidad civil
- es compatible con la penal y la administrativa

- el supuesto que da lugar a la responsabilidad es el incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención
- el empresario es responsable:

- cuando incumpla él directamente sus obligaciones en materia de seguridad


- cuando incurra en omisión o negligencia en la vigilancia

- deben repararse todos los daños causados

- materiales


- morales


- físicos

- la solidaridad de la empresa principal y los contratistas y subcontratistas del cumplimiento, durante el periodo de la contrata, de las obligaciones impuestas por esta ley…se establece en el art. 42.3 del RDL 5/2000

- los requisitos para que opere esta responsabilidad solidaria:

- que la contrata o subcontrata esté vigente

- que la infracción se haya producido en el centro de trabajo del empresario principal

- que estén afectados los trabajadores que los contratistas o subcontratistas ocupen en el centro de trabajo de la empresa principal

- frente a la víctima responden indistintamente principal y contratista

- el art. 24.3 LPRL puede ser útil en la relación interna puesto que establece la obligación del empresario principal de vigilar el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales por parte de contratistas y subcontratistas.

- en cuanto a las E.T.T. el art. 42.3 párrafo 2º las excluye de responsabilidad respecto a la protección de la seguridad y la salud y al recargo de prestaciones

al disponer que la responsable de la protección de seguridad será la empresa usuaria 

sin perjuicio de las responsabilidades que a las ETT corresponda de acuerdo con lo dispuesto en el art. 16 Ley 14/1994, de ETT.

- art. 42.3 LPRL y el 43 RDL 5/2000, como he dicho. establecen la compatibilidad de las sanciones administrativas con la indemnización por daños y perjuicios y con el recargo de prestaciones económicas de la Seguridad Social.


- estos preceptos prácticamente caen en el non bis in idem –art. 9.3 Const.

- art. 3 RDL 5/2000: Concurrencia con el orden jurisdiccional penal
- no pueden sancionarse los mismos hechos en vía penal y administrativa

- aplicación práctica del del pº non bis in idem
- requiere que exista identidad:



- de sujeto infractor

- de hechos o conductas infractoras

- de fundamento de la sanción impuesta

- en el supuesto de que las infracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal, la Administración se abstendrá de conocer del procedimiento sancionador

- en la práctica la intervención de la autoridad judicial paraliza el procedimiento administrativo:


- si no se estima la existencia de delito


- se continúa el procedimiento administrativo


- sobre la base de los hechos probados de la sentencia absolutoria



- si la hay, porque también pueden archivarse las actuaciones.

EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE CONSUMIDORES

Brevemente señalaré que este precepto establece un sistema de responsabilidad objetiva para determinados bienes y servicios, entre los que se encuentran los servicios sanitarios y los productos farmacéuticos.

Este precepto introduce cierta distorsión en el mecanismo de exigencia de responsabilidad por los servicios médicos, pues se considera que sigue siendo, en general, una responsabilidad de carácter subjetivo o por culpa, al tratarse de una responsabilidad de medios y no de resultado, salvo algunas especialidades.

Esta responsabilidad objetiva no viene siendo aplicada a los médicos, aunque sí a los Centros sanitarios.

Sobre esta cuestión la sentencia del Tribunal Supremo nº 553/1998, de 9 de junio, RJ 1998\3717, entre otras muchas, en su fundamento jurídico 6º señala que “en la misma linea jurídica de regular la responsabilidad civil por hechos de un tercero dependiente y con referencia concreta a los servicios sanitarios, el art. 28, párrafo segundo, de la Ley 26/1984, de 19 de julio (General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios) somete al régimen especial de responsabilidad objetiva que establece a los servicios sanitarios –obviamente a sus prestadores al presumirse iuris et de iure que estos incluyen las garantías y los controles a que se refiere el párrafo primero del expresado dispositivo legal…..expressamente el apartado 2 del art. 28 que particulariza, con acentuado rigor, la responsabilidad civil incluye entre los sometidos a su régimen los servicios sanitarios, conceptos que a no dudar comprenden los prestados por el INSALUD. Esta responsabilidad, de carácter objetivo, cubre los daños originados en el correcto uso de los servicios, cuando por su propia naturaleza, o estar así reglamentariamente establecido, incluyen necesariamente la garantía de pureza, eficacia o seguridad, en condiciones objetivas de determinación y supongan controles técnicos, profesionales o sistemáticos de calidad, hasta llegar en debidas condiciones al usuario. Estos niveles se presuponen para el servicio sanitario, entre otros…..en el caso del art. 28, se aprecian matices de progreso encaminados a favorecer la reclamación de los perjudicados, por actos envueltos en la responsabilidad difusa de sus autores directos, mediante la configuración de una reponsabilidad, prácticamente objetiva, sólo excluida cuando los daños y perjuicios estén causados por culpa exclusiva del perjudicado..o por fuerza mayor entendidos como sucesos imprevisibles e inevitables, fuera del control de aquellos niveles de exigencias que la determinan, servirán, en principio, para exlcluir la responsabilidad objetiva al faltar los presupuestos que la justifican…”
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